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Tercero. Es necesario recordar el hecho por el que se san-
ciona que en la publicidad que la mencionada empresa hace del
premio que otorga a los reclamantes señala de forma destaca-
da que le han correspondido totalmente gratis una estancia para
cuatro personas en un hotel de lujo y sin ninguna obligación por
su parte de efectuar gasto alguno en el mismo, cuando en rea-
lidad, para hacer efectivo el premio, se les exige a los premiados
abonar 15.000 ptas. en concepto de fianza y 4.000 ptas. en
concepto de gastos de administración.

El art. 4 de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General
de Publicidad dispone: «Es engañosa la publicidad que de cual-
quier manera, incluida su presentación, induce o puede inducir
a error a sus destinatarios, pudiendo afectar a su comportamien-
to económico, o perjudicar o ser capaz de perjudicar a un com-
petidor.

Es asimismo engañosa la publicidad que silencie datos fun-
damentales de los bienes, actividades o servicios cuando dicha
omisión induzca a error de los destinatarios».

Como dice la sentencia núm. 898/1998 de la Sala en Grana-
da del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, de 29 de junio:

“En este punto hay que destacar que lo que se sanciona por
la Administración es la publicidad engañosa. Para conocer qué
se puede entender por ella, la Ley de Publicidad 34/1988, de 11
noviembre en sus arts. 4 y 5 describe con toda claridad, prime-
ro su concepto y luego los criterios para su apreciación. Así (…)
es engañosa la publicidad que de cualquier manera, incluida su
presentación induce o puede inducir a error a sus destinatarios,
pudiendo afectar a su comportamiento económico, o perdjudicar
o ser capaz de perjudicar a un competidor. Es asimismo enga-
ñosa la publicidad que silencie datos fundamentales de los bie-
nes, actividades o servicios cuando dicha omisión induzca a error
de los destinatarios y para determinar si una publicidad es en-
gañosa, se tendrán en cuenta todos sus elementos y principal-
mente sus indicaciones concernientes a: Las características de
los bienes, actividades o servicios. Calidad, cantidad, categoría,
especificaciones y denominación. Condiciones jurídicas y eco-
nómicas de adquisición, utilización y entrega de los bienes o de
la prestación de los servicios. Motivos de la oferta…”

De enorme interés es la sentencia del Juzgado de lo Conten-
cioso Administrativo núm. 3 de Málaga, de fecha 6 de octubre de
2000, recaída en el recurso contencioso-administrativo núm. 226/
2000, que por su interés parcialmente transcribimos: «En las ale-
gaciones presentadas al notificarle la incoación, dicha actora
manifiesta que «se le informó –se refiere a la reclamante– por el
personal de dichas promotoras (…) de que le correspondía el alo-
jamiento gratuito durante una semana para cuatro personas en un
apartahotel de lujo, así como del requisito de satisfacer una can-
tidad de 19.000 pesetas…»; añadiendo que «la peculiar natura-
leza de este obsequio obliga a quien pretenda disfrutar de él, a
formalizar, una reserva de la estancia ofrecida…, de cuya tramita-
ción se encargará, por cuenta del cliente, Holiday Shop, S.L., “toda
la labor de gestión… hace que Holiday Shop, S.L. exija del cliente
una cantidad de 4.000 pesetas…”, “el obsequio es totalmente
gratuito», pero la tramitación de la reserva «constituye un gasto
adicional e independiente del obsequio en sí”, “… el obsequiado
consignará al formalizar su aceptación 19.000 pesetas», de las
cuales 15.000 pesetas corresponden a fianza y 4.000 pesetas a
la compensación de costes surgidos”.

“Por lo expuesto y actuado en el expediente se aprecia cla-
ramente que la actora realizó una actividad en el caso enjuicia-
do que induce o puede inducir a error a sus destinatarios, luego
la publicidad es engañosa, pues no otro significado puede tener
un mensaje de obsequio totalmente gratis, que luego implica
desembolsos económicos; actuación que es perfectamente
subsumible en los tipos infractores señalados por la Resolución
combatida, pues no se puede negar que la actividad desarrolla-
da crea cuando menos confusión e impide reconocer la verda-
dera naturaleza del servicio, y no cabe aludir a servicios adicio-

nales, ni a la existencia de un marketing agresivo, para justificar
la conducta transgresora, pues como consta en la propuesta de
la Resolución recurrida no se da siquiera opción al agraciado con
el premio para gestionar por su cuenta la reserva, de donde re-
sulta que la misma es un gasto inherente al premio que, por tanto,
no se puede disfrutar de forma totalmente gratuita”.

Como veíamos anteriormente, la entidad recurrente y la
sancionada en esta sentencia es la misma, con lo que es plena-
mente aplicable la doctrina contenida en la misma.

Cuarto. Respecto al que la reclamante recibió el dinero en-
tregado, consta el expediente que, tras presentarse la reclama-
ción el 17 de mayo de 2001 (folio 2 del expediente), ocho días
después de la aceptación de la oferta por la reclamante (folio 8),
por la recurrente se procedió a reintegrar a la afectada la canti-
dad de 15.000 ptas., cantidad que correspondía a la entregada
en su día en concepto de fianza, el 26 de junio (folio 12). Es decir,
ha sido la intervención de la Administración y no su propia ini-
ciativa la que ha hecho que devolviera la cantidad reclamada.

Quinto. En cuanto a la cuantía de la sanción, la Ley permi-
te para este tipo de infracciones calificadas graves la imposición
de multas de hasta 2.500.000 pesetas (15.025,30 euros). La
sentencia del Tribunal Supremo de 8 de marzo de 2002 nos
señala que no es siempre posible cuantificar, en cada caso,
aquellas sanciones pecuniarias a base de meros cálculos mate-
máticos y resulta, por el contrario, inevitable otorgar (…) un cier-
to margen de apreciación para fijar el importe de las multas sin
vinculaciones aritméticas a parámetros de «dosimetría sancio-
nadora» rigurosamente exigibles. En este caso, la sanción de
1.202 euros está más cerca del límite inferior que del superior
(15.025,30) de las posibles, por lo que no procede su revisión.

Vistas las normas citadas, y demás disposiciones concor-
dantes y de general aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Anto-
nio Fernández Barrientos, en representación de Terra Mítica
Vacaciones, S.A., contra Resolución de la Delegación del Gobier-
no de la Junta de Andalucía en Málaga, y en consecuencia man-
tener la misma en sus propios términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía administra-
tiva, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo en
el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de su
notificación o publicación, ante los correspondientes órganos
judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo dispues-
to en el art. 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora
de la jurisdicción contencioso-administrativa. El Secretario Ge-
neral Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.»

Sevilla, 1 de octubre de 2003.- El Jefe del Servicio, Manuel
Núñez Gómez.

ANUNCIO  de la Secretaría General Técnica, Servi-
cio de Legislación, por el que se notifica la resolución
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso de
alzada interpuesto por doña Juliet Frances Collins, en
nombre y representación de Holiday Shop, SL contra
otra dictada por el Delegado del Gobierno en Málaga, re-
caída en el expediente PC-195/01.

De conformidad con lo dispuesto en el art. 59.5 de la Ley
30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
e intentada sin efecto la notificación personal al recurrente doña
Juliet Frances Collins en nombre y representación de «Holiday
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Shop, S.L.», de la Resolución adoptada por el Secretario Gene-
ral Técnico, al recurso administrativo interpuesto, contra la dic-
tada por el Delegado de Gobierno de la Junta de Andalucía en
Málaga, por la presente se procede a hacer pública la misma,
al no haberse podido practicar en su domicilio reproduciéndo-
se a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se encuen-
tra en las dependencias del Servicio de Legislación de esta Se-
cretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pudiendo
acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a diez de julio de dos mil tres.

Visto el recurso de alzada interpuesto, y en base a los si-
guientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 5 de abril de 2001 el Ilmo. señor Delegado
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga acordó, tras
la interposición de un total de seis reclamaciones, la iniciación
de expediente sancionador contra la entidad Holiday Shop,
S.L., por publicidad engañosa.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el 16 de julio dictó Resolución por la que se impone a
la citada entidad una sanción de 500.000 pesetas (3.005,06
euros) por infracción a los arts. 34.4, 6 y 10 y 35 de la Ley
General para la defensa de consumidores y usuarios y 3.1.3.,
3.3.4. y 7.2. del RD 1945/1983, de 22 de junio, por el que se
regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa
del consumidor y de la producción agroalimentaria.

Tercero. Contra la anterior Resolución el interesado inter-
puso recurso de alzada, alegando en síntesís:

- No indujo a error a los destinatarios de su publicidad.
- Se devolvieron las cantidades.
- La sanción es excesiva.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero realizada por la Orden de 18 de
junio de 2001, para conocer y resolver el presente recurso, a
tenor de lo dispuesto en los arts. 114.1 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común (en adelante LRJAP-PAC), y 39.8 de la
Ley del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías,
el Decreto 138/2000 de 16 de mayo, por el que se aprueba la
estructura orgánica de la Consejería de Gobernación, modifi-
cado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo.

Segundo. Es necesario recordar el hecho por el que se san-
ciona: publicidad que la mencionada empresa hace del premio
que otorga a los reclamantes, señala de forma destacada que le
han correspondido a cada uno de ellos, totalmente gratis una
semana para cuatro personas en un hotel de lujo y sin ninguna
obligación por su parte de efectuar gasto alguno en el mismo.
En realidad, para hacer efectivo el premio, se les exigía a los
premiados abonar 15.000 pesetas en concepto de fianza y 4.000
pesetas en concepto de gastos de administración.

El art. 4 de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General
de Publicidad dispone que «es engañosa la publicidad que de
cualquier manera, incluida su presentación, induce o puede
inducir a error a sus destinatarios pudiendo afectar a su com-
portamiento económico, o perjudicar o ser capaz de perjudi-
car a un competidor.

Es asimismo engañosa la publicidad que silencie datos
fundamentales de los bienes, actividades o servicios cuando
dicha omisión induzca a error de los destinatarios».

A la vista de lo anterior, ha de entenderse la existencia de
publicidad engañosa, en relación con el art. 34, apartados 6 y
10 de la Ley 26/1984, de 19 de julio.

En efecto como dice la sentencia núm. 898/1998 de la
Sala en Granada del Tribunal Superior de Justicia de Andalu-
cía, de 29 de junio, nos dice que:

“En este punto hay que destacar que lo que se sanciona por
la Administración es la publicidad engañosa. Para conocer qué se
puede entender por ella, la Ley de Publicidad 34/1988, de 11 de
noviembre en sus arts. 4 y 5 describe con toda claridad, primero
su concepto y luego los criterios para su apreciación. Así (...) es
engañosa la publicidad que de cualquier manera, incluida su
presentación induce o puede inducir a error a sus destinatarios,
pudiendo afectar a su comportamiento económico, o perjudicar
o ser capaz de perjudicar a un competidor. Es asimismo enga-
ñosa la publicidad que silencie datos fundamentales de los bie-
nes, actividades o servicios cuando dicha omisión induzca a
error de los destinatarios y para determinar si una publicidad es
engañosa, se tendrán en cuenta todos sus elementos y princi-
palmente sus indicaciones concernientes a: Las características
de los bienes, actividades o servicios. Calidad, cantidad, catego-
ría, especificaciones y denominación. Condiciones jurídicas y eco-
nómicas de adquisición, utilización y entrega de los bienes o de la
prestación de los servicios... Motivos de la oferta...”.

De enorme interés es la sentencia del Juzgado de lo Con-
tencioso Administrativo núm. 3 de Málaga, de fecha 6 de octu-
bre de 2000, recaída en el recurso contencioso-administrativo
núm. 226/2000, en el que la parte demandante resulta ser la
misma empresa aquí recurrente, y que por su interés parcial-
mente transcribimos: “En las alegaciones presentadas al notifi-
carle la incoación, dicha actora manifiesta que “se le informó
- se refiere a la reclamante - por el personal de dichas promotoras
(...) de que le correspondía el alojamiento gratuito durante una
semana para cuatro personas en un apartahotel de lujo, así
como del requisito de satisfacer una cantidad de 19.000 pese-
tas...”, añadiendo que “la peculiar naturaleza de este obsequio
obliga a quien pretenda disfrutar de él, a formalizar una reserva
de la estancia ofrecida..., de cuya tramitación se encargará, por
cuenta del cliente una cantidad de 4.000 pesetas...”, “el obse-
quio es totalmente gratuito», pero la tramitación de la reserva
«constituye un gasto adicional e independiente del obsequio en
sí”, “...el obsequiado consignará al formalizar su aceptación
19.000 pesetas», de las cuales 15.000 pesetas corresponden a
fianza y 4.000 pesetas a la compensación de costes surgidos”.

“Por lo expuesto y actuado en el expediente se aprecia cla-
ramente que la actora realizó una actividad en el caso enjuicia-
do que induce o puede inducir a error a sus destinatarios, luego
la publicidad es engañosa, pues no otro significado puede tener
un mensaje de obsequio totalmente gratis, que luego implica
desembolsos económicos; actuación que es perfectamente
subsumible en los tipos infractores señalados por la Resolución
combatida, pues no se puede negar que la actividad desarrolla-
da crea cuando menos confusión e impide reconocer la verda-
dera naturaleza del servicio, y no cabe aludir a servicios adicio-
nales, ni a la existencia de un marketing agresivo, para justificar
la conducta transgresora, pues como consta en la propuesta de
la Resolución recurrida no se da siquiera opción al agraciado
con el premio para gestionar por su cuenta la reserva, de donde
resulta que la misma es un gasto inherente al premio que, por
tanto, no se puede disfrutar de forma totalmente gratuita”.

Tercero. Alega asimismo que se han devuelto las cantida-
des a los reclamantes. Ello podría tener algún sentido si se hu-
biera hecho sin necesidad de que tuvieran que acudir al amparo
de la Administración para obtener debida respuesta a su recla-
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mación. En este caso, todas las devoluciones han sido posterio-
res a las reclamaciones presentadas (folios 18, 31, 44, 60, 82).

Cuarto. En cuanto a la cuantía de la sanción, la Ley per-
mite para este tipo de infracciones calificadas graves la imposi-
ción de multas de hasta 2.500.000 pesetas (15.025,30 euros).
La sentencia del Tribunal Supremo de 8 de marzo de 2002
nos señala que no es siempre posible cuantificar, en cada caso,
aquellas sanciones pecuniarias a base de meros cálculos ma-
temáticos y resulta, por el contrario, inevitable otorgar (...) un
cierto margen de apreciación para fijar el importe de las mul-
tas sin vinculaciones aritméticas a parámetros de «dosimetría
sancionadora» rigurosamente exigibles. En este caso, la san-
ción de 3.005,06 euros (500.000 pesetas) está más cerca del
límite inferior que del superior (15.025,30) de las posibles,
debiendo tenerse en cuenta que el total de lo defraudado a los
cuatro reclamantes fue 114.000 pesetas y la existencia de otras
muchas reclamaciones contra la misma empresa recurrente,
por lo que no procede su revisión.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones
concordantes y de general aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por doña Juliet
Frances Collins, en representación de Holiday Shop, S.L. con-
tra Resolución de la Delegación del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Málaga, y en consecuencia mantener la misma
en sus propios términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrati-
vo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al
de su notificación o publicación, ante los correspondientes ór-
ganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con
lo dispuesto en el art. 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio,
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. El
Secretario General Técnico P.S. El Viceconsejero (Orden de
27.6.2003). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 1 de octubre de 2003.- El Jefe de Servicio,
Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO de la Secretaría General Técnica, Servi-
cio de Legislación, por el que se notifica la Resolución
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso de
alzada interpuesto por don Carlos Roiz de la Parra y
Fernández Figares, en nombre y representación de
Distribuidora Granadina de Automoción, SA contra otra
dictada por el Delegado del Gobierno en Granada, recaí-
da en el expediente 219/2000.

De conformidad con los dispuesto en el art. 59.5 de la
Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común e intentada sin efecto la notificación personal al recu-
rrente don Carlos Roiz de la Parra y Fernández Figares, en
nombre y representación de «Distribuidora Granadina de
Automoción, S.A.», de la Resolución adoptada por el Secreta-
rio General Técnico, al recurso administrativo interpuesto, contra
la dictada por el Delegado de Gobierno de la Junta de Andalu-
cía en Granada, por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veintisiete de junio de dos mil tres.

Visto el recurso de alzada interpuesto, y en base a los
siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El día 14 de diciembre de 2000 el Ilmo. Sr. Dele-
gado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada acor-
dó la iniciación de expediente sancionador contra la entidad
Digasa, S.A. por no cumplimentar los presupuestos ni los res-
guardos de depósito.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el 3 de octubre de 2001 dictó resolución por la que
se impone a la citada entidad una sanción de 100.000 pese-
tas (601,01 euros) por infracción al art. 34.6 de la Ley General
para la defensa de consumidores y usuarios y 3.3.6 del RD
1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las infrac-
ciones y sanciones en materia de defensa del consumidor y
de la producción agroalimentaria, en relación con los aparta-
dos 2 y 7 del art. 14 del Real Decreto 1457/1986, de 10 de
enero, que regula la actividad industrial y la prestación de ser-
vicios en los talleres de reparación de vehículos, de sus equi-
pos y componentes.

Tercero. Contra la anterior resolución el interesado inter-
puso recurso de alzada, alegando lo que a su derecho
convino.

Cuarto. Al no acreditar con el recurso el Sr. Roiz de la
Parra la representación de la entidad sancionada, fue requeri-
do mediante publicación en el BOJA núm. 76, de 23 de abril
de 2003 y publicación en el tablón de anuncios del Ayunta-
miento de Granada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero realizada por la Orden de 18 de
junio de 2001, para conocer y resolver el presente recurso, a
tenor de lo dispuesto en los arts. 114.1 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 39.8 de la
Ley del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías,
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba la
estructura orgánica de la Consejería de Gobernación, modifi-
cado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo.

Segundo: El art. 32.3 de la LRJAP-PAC establece que para
formular solicitudes, entablar recursos, desistir de acciones y
renunciar a derechos en nombre de otra persona, deberá
acreditarse la representación por cualquier medio válido en
derecho que deje constancia fidedigna, o mediante declara-
ción en comparecencia personal del interesado… Por su par-
te, su art. 71.1 dispone que si la solicitud de iniciación no
reúne los requisitos que señala el artículo anterior y los exigi-
dos, en su caso, por la legislación específica aplicable, se re-
querirá al interesado para que, en un plazo de diez días, sub-
sane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con
indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desisti-
do de su petición, previa resolución que deberá ser dictada en
los términos previstos en el art. 42.

El escrito para subsanación del defecto se notificó a la
entidad recurrente, no habiendo sido cumplimentado, por lo
que procede el archivo por desistimiento del recurso interpuesto.

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de
general y especial aplicación, Resuelvo declarar finalizado por
desistimiento el procedimiento, archivándolo sin más trámite.


